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Ref : Su solicitud de concepto1
El peticionario realiza la siguiente pregunta: “¿Es procedente la acción de repetición contra un funcionario, por una omisión que derivó en una multa por parte de esa Superintendencia a una entidad del estado? Lo digo porque el artículo 2 de la Ley 678 de 2001 dice que solo procederá cuando sea proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto.”
Antes de brindar una respuesta a su consulta, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
Para resolver el cuestionamiento hecho por el peticionario se hace necesario recurrir a las reglas generales de interpretación consagradas en la Ley 153 de 1887 y la Ley 57 de 1887 y que rigen a todo al ordenamiento jurídico en Colombia: 
Ley 153 de 1887
“ARTICULO 1o. Siempre que se advierta incongruencia en las leyes, ú ocurrencia oposición entre ley anterior y ley posterior, ó trate de establecerse el tránsito legal de derecho antiguo a derecho nuevo, las autoridades de la república, y especialmente las judiciales, observarán las reglas contenidas en los artículos siguientes.
ARTICULO 2o. La ley posterior prevalece sobre la ley anterior. En caso de que una ley posterior sea contraria a otra anterior, y ambas preexistentes al hecho que se juzga, se aplicará la ley posterior.”
Ley 57 de 1887 
ARTICULO 5o. (…) 1) La disposición relativa a un asunto especial prefiere a la que tenga carácter general;” 
De lo anterior se concluye que, aunque una norma posterior prevalecería sobre una norma anterior, también es cierto que una norma de carácter especial debe prevalecer sobre una de carácter general. En igual sentido se ha pronunciado la Corte Constitucional en varias ocasiones: 
“El artículo 5º de la Ley 57 de 1887 estableció con claridad que la disposición relativa a un asunto especial prefiere a la que tenga carácter general.
De lo dicho se deduce también que si se tienen dos normas especiales y una de ellas, por su contenido y alcance, está caracterizada por una mayor especialidad que la otra, prevalece sobre aquélla, por lo cual no siempre que se consagra una disposición posterior cuyo sentido es contrario al de una norma anterior resulta ésta derogada, pues deberá tenerse en cuenta el criterio de la especialidad, según los principios consagrados en los artículos 3º de la Ley 153 de 1887 y 5º de la Ley 57 del mismo año.”2 (Subrayado fuera del texto original) 
“Con el objeto de contribuir a la solución de las contradicciones o antinomias que puedan presentarse entre las diferentes normas legales, las leyes 57 y 153 de 1887 fijaron diversos principios de interpretación de la ley. Entre los principios contemplados se encuentra el de que cuando en los códigos adoptados se hallen disposiciones incompatibles entre sí "la disposición relativa a un asunto especial prefiere a la que tenga carácter general". El mismo Código Contencioso Administrativo establece que en materia procesal administrativa tendrán prelación las normas de carácter especial.”3
En el caso concreto se debe realizar la interpretación expuesta anteriormente ya que, por un lado el artículo 81 de la Ley 142 de 1994 con respecto a tema de la acción de repetición estipula: 
ARTÍCULO 81. SANCIONES. La Superintendencia de servicios públicos domiciliarios podrá imponer las siguientes sanciones a quienes violen las normas a las que deben estar sujetas, según la naturaleza y la gravedad de la falta: 
“81.2. Multas hasta por el equivalente a 2000 salarios mínimos mensuales. El monto de la multa se graduará atendiendo al impacto de la infracción sobre la buena marcha del servicio público, y al factor de reincidencia. Si la infracción se cometió durante varios años, el monto máximo que arriba se indica se podrá multiplicar por el número de años. Si el infractor no proporciona información suficiente para determinar el monto, dentro de los treinta días siguientes al requerimiento que se le formule, se le aplicarán las otras sanciones que aquí se prevén. Las multas ingresarán al patrimonio de la Nación, para la atención de programas de inversión social en materia de servicios públicos, salvo en el caso al que se refiere el numeral 79.11. Las empresas a las que se multe podrán repetir contra quienes hubieran realizado los actos u omisiones que dieron lugar a la sanción. La repetición será obligatoria cuando se trate de servidores públicos, de conformidad con el artículo 90 de la Constitución.” (Subrayado fuera del texto original)
Y por otro lado, el artículo 2 de la Ley 678 de 2001 establece: 
“ARTÍCULO 2º.. Acción de repetición. La acción de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial.”
En esta situación se presenta una aparente contradicción entre la norma establecida en el artículo 81 de la Ley 141 de 1994 y el artículo 2o de la Ley 678 de 2001 dando lugar a un aparente prevalencia de esta ultima. 
Sin embargo, es necesario aplicar los principios básicos de la hermenéutica jurídica consagrados en nuestro ordenamiento jurídico y desarrollados por la jurisprudencia y, en consecuencia concluir que la norma aplicable en el caso de imposición de multas a empresas prestadoras de servicios públicos es la establecida en el articulo 81 de la Ley 142 de 1994 debido a que es una norma especial que trata el tema especifico de la acción de repetición con relación a los servicios públicos domiciliarios mientras que el artículo 2o de la Ley 678 de 2001 es una norma que trata dicho tema en forma general.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta Entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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